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1. INTRODUCCIÓN. 

En el Boletín Oficial de Castilla y León (BOCyL) de fecha 17/10/14, número 200, se publica la Ley 8/2014, de 17 de octubre, por la que se modifica la Ley 11/2003, de 8 de abril de Prevención Ambiental de Castilla y León (LERPACyL).

De acuerdo con lo dispuesto en su Disposición final quinta esta Ley entrará en vigor a los treinta días de su publicación en el BOCyL; es decir, el día 16/11/14.

En este breve trabajo, por su importancia para los Ayuntamientos e inmediatez de aplicación de la Ley una vez despliegue sus efectos, solo vamos a tratar sobre las reformas que esta norma introduce en los instrumentos de control ambiental de competencia municipal. En primer lugar lo haremos sobre la licencia ambiental y, dentro de ésta, lo que hace referencia a la comunicación de inicio o puesta en marcha de la actividad o instalación sometida a esta clase de autorización. Posteriormente, se examinará la comunicación ambiental. Deteniéndonos, por último, en el análisis de una serie de disposiciones comunes a estos instrumentos, que igualmente se introducen o modifican.

No abordaremos en este momento, sin embargo, la incidencia de esta Ley en lo relativo a la autorización ambiental y la evaluación de impacto ambiental, por cuanto, como hemos indicado, la competencia para resolver en ambos casos corresponde a órganos autonómicos y no municipales. Todo ello sin perjuicio de las referencias que a estas figuras de intervención ambiental y, en particular a la última citada, sea preciso llevar a cabo a lo largo de este trabajo.    

De acuerdo a lo dispuesto en la Exposición de Motivos de la LERPACyL, con esta norma se pretende, entre otros objetivos:

· La adopción de medidas orientadas a dinamizar la actividad económica, basadas en la racionalización y simplificación procedimental, así como en la supresión y reducción del coste de tramitación para las empresas derivado de las obligaciones impuestas por las Administraciones Públicas. 

· Continuar en la línea de sustitución de procedimientos de control previos a la construcción o inicio de las actividades o instalaciones por sistemas eficaces de inspección y control durante el funcionamiento.

· Necesidad de adaptación de la Ley 11/2003, de Prevención Ambiental de Castilla y León (LPACyL), a diferente normativa ambiental que ha surgido mientras su vigencia; en concreto, a la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental (LEVAM). 

2. LICENCIA AMBIENTAL.

2.1 Régimen de la licencia ambiental.

2.1.1 Actividades e instalaciones sujetas a licencia ambiental; ámbito y extensión de las mismas (modificación por el artículo 19 de la LERPACyL del artículo 24 de la LPACyL).

► En este momento las actividades e instalaciones sujetas a licencia ambiental de acuerdo al apartado 1 de este precepto serán las siguientes.

Aquellas que, no estando sujetas a autorización ambiental o comunicación ambiental, sean susceptibles de ocasionar molestias considerables (molestas), de alterar las condiciones de salubridad (insalubres), causar daños al medio ambiente (nocivas), o de producir daños a personas o bienes (peligrosas) y no estén sometidas al trámite de evaluación de impacto ambiental ordinaria, así como las que estén sujetas a evaluación de impacto ambiental simplificada, siempre que el informe de impacto ambiental haya determinado que el proyecto no debe someterse a evaluación de impacto ambiental ordinaria.     

Así pues, en resumen, la sujeción a licencia ambiental de actividades e instalaciones molestas, insalubres, nocivas o peligrosas se produce en los siguientes casos:

· Cuando no hayan de someterse, por no exigirlo así la Ley, al trámite de evaluación de impacto ambiental.

· Cuando deban someterse al trámite de evaluación de impacto ambiental simplificada que se recoge en el artículo 45.2 de la LPACyL
 y Sección 2ª, artículos 45 a 48 de la LEVAM, por venir incluidas en el Anexo III de la LERPACyL y II de la LEVAM; siempre que no determine el informe de impacto ambiental
 que el proyecto (de actividad o instalación) deba someterse a una evaluación de impacto ambiental ordinaria (artículo 47.2 a) de la LEVAM). 

Y no se producirá, en estos otros:

· Cuando estén sujetas a los regimenes de autorización ambiental y de comunicación ambiental, que se regirán por su régimen propio.

· Cuando se sometan al tramite de evaluación de impacto ambiental ordinaria
 que se recoge en el artículo 45.1 de la LPACyL
 y Sección 1ª, artículos 33 a 44 de la LEVAM, por venir incluidas en el Anexo I de esta misma norma. Y también, cuando el informe de impacto ambiental determine que el proyecto debe someterse a evaluación de impacto ambiental ordinaria. En estos dos casos, como veremos, la licencia ambiental se sustituye por comunicación ambiental
.

      ► Por otra parte el apartado 2 del artículo 24 establece que la licencia ambiental incluirá (o abarcará) las siguientes actividades o instalaciones:

· Aquellas que se desarrollen o ubiquen en el mismo lugar de emplazamiento de la sometida a licencia.

· Aquellas que guarden con una relación de índole técnica con la sometida a licencia.

· Aquellas que puedan tener repercusiones sobre las emisiones y la contaminación que vaya a ocasionar la sometida a licencia.

Los apartados 3 y 4 de este precepto regulan, para el caso de licencia ambiental válida para varias actividades, que deberán incorporarse las prescripciones técnicas de carácter general que garanticen que cada instalación cumple los requisitos establecidos normativamente. Y, además, si los titulares fueran diferentes, el alcance de la responsabilidad de cada uno de ellos; responsabilidad que será solidaria salvo que las partes acuerden lo contrario.

2.1.2 Solicitud y documentación (modificación por el artículo 20 de la LERPACyL del artículo 26 de la LPACyL).    


Se suprime el apartado b) del apartado 2 este artículo, por lo que ya no será necesario acompañar a la solicitud de licencia ambiental los documentos que contengan las autorizaciones previas exigidas por la normativa sectorial aplicable. En consonancia con lo anterior se modifica también el apartado 3 de este precepto, regulando: 

· Que el resumen o memoria de la documentación que, de acuerdo al apartado 2 se presente, lo sea de forma comprensible e incluya, en su caso, la fecha de publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León del informe de impacto ambiental simplificada en el que se indique que el proyecto no debe someterse a evaluación de impacto ambiental ordinaria.

· Que se incorpore una declaración responsable sobre la disposición de las autorizaciones exigibles por la normativa sectorial aplicable.

  
2.1.3 Tramitación de la licencia ambiental (modificación por el artículo 21 de la LERPACyL del artículo 27 de la LPACyL)


Se introducen una serie de modificaciones en el procedimiento administrativo para la concesión de las licencias ambientales. Su objetivo,  como indica la Exposición de Motivos de la LERPACyL, será conseguir una mejora en la determinación de la documentación y, principalmente, de los trámites del expediente: simplificación, no duplicidad de los mismos, reducir considerablemente los tiempos de tramitación, mayores garantías de participación por parte de los afectados en el procedimiento etc.


El cambio fundamental, según indica esta Exposición de Motivos, estriba en la exención general de la tramitación de las licencias ambientales a través de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo (CTMAU), con el objeto de evitar la duplicidad de trámites, pues legalmente ya existe previsto un control de estas actividades por la Administración autonómica
.   


A continuación haremos una breve reseña de los trámites que se modifican del procedimiento, y que son los siguientes:


Trámite de información pública. Ahora durante diez días en el Boletín Oficial de la Provincia; en vez de veinte días, como antes.  No varía, sin embargo, la obligación de exponer copia del anuncio de esta información en el tablón de edictos o anuncios del Ayuntamiento donde radique la actividad cuya licencia se tramita. Y se introduce, por último, la posibilidad, cuando existan otros procedimientos administrativos de autorización en el Ayuntamiento sobre la actividad concreta que requieran trámite de exposición pública en el Boletín Oficial de Castilla y León, de hacer esta exposición pública de la licencia ambiental en este Boletín y tablón de edictos municipal.


Informes. Una vez transcurrido el plazo de información pública el Ayuntamiento solicitará de manera simultánea el informe del Servicio Territorial de Medio Ambiente, cuando proceda, y al que más adelante no referiremos, además de aquellos que estime necesario para resolver sobre la licencia ambiental
. En este último caso nos encontramos ante informes facultativos y no vinculantes y en el primero ante un informe preceptivo y vinculante
. Todos estos informes deberán ser emitidos en el plazo de diez días; de no hacerse así se estará a la normativa sobre procedimiento administrativo común. Esta normativa, que se recoge en el artículo 83 de la LRJAPyPAC, en el supuesto de los informes facultativos y no vinculantes dispone la posibilidad de proseguir las actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el responsable de la demora.  

  
En cuanto al informe del Servicio Territorial de Medio Ambiente de la provincia en que se ubique la instalación, se emitirá en los siguientes casos: 

a) Cuando la actividad o instalación esté sujeta a evaluación simplificada
 

b) Cuando la actividad requiera una autorización de uso excepcional en suelo rústico
, que se contempla en los artículos 306 a 308 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León (RUCyL).

Así pues, en tales supuestos este informe será preceptivo, es decir de obligada petición por parte del Ayuntamiento
. Y su contenido, lógicamente,  viene limitado a no tratar sobre aspectos incluidos en las autorizaciones sectoriales que deban ser otorgadas (en el supuesto también de la actividad sometida a licencia) por la administración ambiental autonómica
.  


Este informe en cuanto a sus efectos será:

· Determinante del contenido de la licencia ambiental. Ello conlleva, de acuerdo a lo dispuesto en el citado artículo 83 de la LRJAPyPAC, que, de no emitirse en el término señalado (diez días), sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el responsable de la demora, será posible interrumpir el plazo de los trámites sucesivos. En este caso, y dado que, como a continuación veremos, este informe en determinados supuestos también es vinculante, parece claro que, al menos en ellos, mientras no sea evacuado, y el Ayuntamiento cuente con los datos que le aporte para resolver no será posible proseguir el procedimiento que se sigue hasta que dicho trámite sea cumplimentado.

· Vinculante para el Ayuntamiento, en el caso de que:

a) Imponga medidas correctoras.

b) Sea desfavorable, por incumplir la actividad la o instalación la normativa ambiental aplicable. 

En estos supuestos, el contenido y determinaciones del informe han de ser tomados en cuenta obligatoriamente en la resolución que adopte por el Ayuntamiento como órgano que finaliza el procedimiento; o lo que es lo mismo, queda vinculado por los términos del informe.

Audiencia.

Realizados los anteriores trámites, el Ayuntamiento efectuará el trámite de audiencia, poniendo de manifiesto el procedimiento de la licencia solicitada a:
1) El solicitante de la licencia.

2) Los vecinos-colindantes con la actividad o instalación (si los hubiera).

3) El resto de interesados (si los hubiera).

Observamos que este trámite, que ahora se cumplimenta en el momento procesal oportuno (previamente a formular la propuesta de resolución
), sustituye a la notificación personal a los vecinos inmediatos o próximos que, de manera simultánea al trámite de exposición pública, contemplaba el modificado artículo 27.2 de la LPACyL.
Propuesta de resolución y acto de concesión de la licencia.

A la vista de las actuaciones municipales, informes y alegaciones presentadas que obren en el expediente el órgano municipal competente elaborará un informe-propuesta razonado (propuesta de resolución) sobre el proyecto de actividad presentado. 
Se desconoce cual puede ser este órgano municipal. No creemos que se trate del Alcalde, pues es el competente para resolver, y carece de lógica que recaiga en el mismo órgano propuesta y resolución. Ante ello, una interpretación que podría hacerse es que, cuando se presente esta situación, solo exista la resolución del expediente por el Alcalde sin propuesta; sin embargo, entendemos que en este caso, cuando la Ley se refiere a órgano municipal competente, lo hace en sentido amplio, extendiéndose también a los de carácter meramente administrativo-funcionarial. 
En este sentido, el artículo 175 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales (ROF), establece  que los informes de propuesta de resolución que se emitan por los departamentos municipales deben contener los extremos siguientes: a) enumeración clara y sucinta de los hechos, b) disposiciones legales aplicables y alegación razonada de la doctrina, c) pronunciamientos que ha de contener la parte dispositiva. Conforme a lo dispuesto por el artículo 172 del mismo ROF, se emitirán por el Jefe de la Dependencia de que se trate. Para el caso de los pequeños municipios que no cuenten con personal jurídico más que el Secretario-Interventor, el informe de esta naturaleza en principio parece normal que lo realice éste.

De acuerdo con todo lo anterior se podrá conceder (o denegar, según proceda) la licencia ambiental solicitada
. Ello con independencia de que para su ejercicio (inicio o funcionamiento) se necesiten otras declaraciones responsables etc., y sin que ello habilite para la realización de acciones contrarias a la legislación vigente aplicable a la actividad o instalación.    

2.1.4 Resolución de la licencia ambiental, (modificación por el artículo 23 de la LERPACyL del artículo 30 de la LPACyL). La principal novedad que presenta este precepto, frente al modificado, consiste en la reducción del plazo máximo para dictar y notificar la resolución del procedimiento que ahora pasa a ser de dos meses en vez de cuatro como anteriormente. En los casos en que,  además de la licencia ambiental se precise también urbanística, observamos que la antedicha reducción de plazos, mientras no se modifique el artículo 297 1 del RUCyL, podría dar lugar a la paradójica situación de que iguales actos de uso del suelo (casualmente los de mayor trascendencia urbanística) tengan diferentes plazos de resolución y notificación según requieran o no licencia ambiental: si la requieren dos meses; y, si no fuera así, tres meses. Igualmente se varían las características que han de tener los informes para poder suspender el plazo máximo para resolver; ahora deben ser vinculantes, antes solo se necesitaba que fueran determinantes. Dada la mayor concreción legal del concepto y efectos del informe vinculante frente al determinante, consideramos positivo para la seguridad jurídica esta variación producida.   

2.1.5 Contenido de la licencia ambiental, (modificación por el artículo 24 de la LERPACyL del artículo 31 de la LPACyL).

En este precepto, como indica la Exposición de motivos de la LERPACyL, lo que se pretende es que las prescripciones necesarias para la protección del medio ambiente, detallando en su caso los valores límite de emisión y las medidas preventivas de control o garantía que debe contener la licencia ambiental, sean las procedentes en el ámbito de las competencias municipales y, en concreto, en materia de vertidos a colector municipal y de ruido etc. De esta manera, como igualmente dice esta Exposición de Motivos, si las actividades o instalaciones están sometidas a regímenes de autorización regulados por otras leyes ambientales, no será preciso detallar en la licencia ambiental los aspectos concretos de esas áreas, reduciendo con ello la carga administrativa y trámites vinculados a esta norma.

2.1.6 Notificación, (modificación por el artículo 25 de la LERPACyL del artículo 31 de la LPACyL). El acto por el que se otorga o deniega la concesión de la licencia ambiental, como es lógico, se sigue notificando a los interesados.

Solo cambia el órgano al que ha de trasladarse este acuerdo resolutorio que en este momento será al Servicio Territorial competente en materia de medio ambiente de la provincia en la que se ubique la instalación y no, como previamente, a la CTMAU correspondiente.

2.1.7 Régimen transitorio de los procedimientos administrativos de licencia ambiental y de su modificación iniciados o pendientes de resolución. (Disposición transitoria primera de  la LERPACyL). Les será de aplicación la normativa anterior. No obstante, si se refieren a actividades o instalaciones sujetas ahora a comunicación ambiental, será posible aplicar esta modificación de régimen, siempre que el interesado:

· Desista de su solicitud

· Presente la comunicación ambiental de acuerdo a lo establecido legalmente.

2.2 Comunicación de inicio de la actividad sujeta a licencia ambiental.

    2.2.1 Presentación de la comunicación de inicio (modificación por el artículo 26 de la LERPACyL del título y texto del artículo 34 de la LPACyL).

Cuestiones preliminares.

Se determina ahora en este precepto que la comunicación de inicio o puesta en marcha de la actividad o instalación que ha obtenido licencia ambiental
 es necesario llevarla a cabo a través del medio de intervención en la actividad de los ciudadanos denominado declaración responsable, que se contempla en el artículo 71 bis 1 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común (LRJAPyPAC).
Contenido de la declaración responsable.

En este caso, en el documento de declaración responsable que se suscriba por el interesado, se manifestará bajo su responsabilidad que:

■  Iniciará la actividad en la fecha indicada en el mismo.

■ Cumple con las condiciones fijadas, en su caso, en la licencia ambiental.

■ Dispone, con carácter previo a la presentación de la declaración, de la siguiente documentación

· Certificación del técnico director de la ejecución del proyecto sobre la adecuación de la actividad y de las instalaciones al proyecto objeto de la licencia.

· Certificación emitida por un organismo de control ambiental acreditado, relativa al cumplimiento de los requisitos exigibles, siempre que técnicamente sea posible
. Son estos Organismos de Control Acreditados (OCAS) aquellos regulados en los artículos 41 y siguientes del Real Decreto 2200/1985, de 28 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Infraestructura y calidad industrial; su reconocimiento y acreditación ha sido efectuado por la Consejería de Fomento y Medio Ambiente de la Junta de Castilla y León. Como indica la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (Burgos) de 3/04/09 (Ar. 1868), se trata de certificación distinta de la del técnico director de la ejecución del proyecto, del acta de comprobación y del informe del técnico municipal, por tener objeto, finalidad y alcance diferentes. Y, será un requisito ineludible a cumplir para el inicio de la actividad cuando las características (clasificación) de la actividad en relación con la normativa reguladora de sus efectos medioambientales así lo requiera
.   

· Acreditación de las demás determinaciones administrativas contenidas en la licencia ambiental
. 


Efectos de la declaración responsable


Establece el apartado 3 del artículo 34 de la LERPACyL que la  presentación de declaración responsable habilita, desde ese mismo día, para el desarrollo de la actividad de que se trate, sin perjuicio del cumplimiento de las demás obligaciones exigidas en otras normas que le resulten de aplicación, y supone la inscripción de oficio en los correspondientes registros oficiales. 


Modifica con ello lo dispuesto en el artículo 35.2 de la LPACyL que disponía la habilitación para el desarrollo de la actividad solo cuando se presentara la comunicación de inicio (exigida entonces) junto con la documentación que se recogía en el artículo 34.1 de la LPACyL, coincidente con la que se exige ahora en el artículo que examinamos y previamente hemos expuesto. Significa, en nuestra opinión, este nada desdeñable cambio, que ahora no es preciso (aunque sí posible) presentar la documentación que se manifiesta poseer acompañando necesariamente a la declaración responsable; que, con este motivo, no puede ser exigida por el Ayuntamiento. Simplemente debe estar a disposición de éste cuando actúe en sus funciones de comprobación, inspección etc., que en este momento se vuelven casi obligadas como veremos a continuación.    


2.2.2 Actuación administrativa de comprobación. (modificado por el artículo 27 de la LERPACyL el artículo 35 de la LPACyL)

En su nueva redacción regula este artículo la obligación que incumbe a los Ayuntamientos en el ejercicio de las competencias de inspección que les corresponden, y sin perjuicio de las propias de la Comunidad de Castilla y León, de realizar las comprobaciones oportunas de las actividades o instalaciones sujetas a licencia ambiental. La inspección de estas actividades es pues necesaria, pero con la salvedad, como se indica en la Exposición de Motivos de esta Ley, de no establecerse un plazo determinado para desarrollarla.  


Igualmente, indica este precepto que, la inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial en cualquier dato, manifestación o documento que se incorpore a la declaración responsable, la no presentación de esta declaración, o el incumplimiento de los requisitos que resulten de aplicación, determinarán la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la actividad desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar.


Decir al respecto que, si previas las actuaciones de comprobación oportunas, se acreditara la existencia de alguna de las anteriores circunstancias, habrá de dictarse resolución motivada que así lo ponga de manifiesto, dictada tras las actuaciones administrativas correspondientes: trámite de audiencia cuando proceda. En este acto administrativo se hará constar:

· La orden de cese inmediato de la actividad desde el momento de recibirse la notificación de la resolución.

Y si procede

· La incoación del oportuno expediente sancionador.

· La puesta en conocimiento de la Justicia del hecho producido a sus debidos efectos.

· El ejercicio de la acción para reclamar indemnización por daños y perjuicios causados.

· Obligación de reponer la situación a su estado inicial, con apercibimiento de utilización de la ejecución forzosa en caso contrario. 

3. COMUNICACIÓN AMBIENTAL.

3.1 Régimen de la comunicación ambiental.

3.1 Actividades e instalaciones sujetas a comunicación ambiental; ámbito y características de las mismas (modificación por el artículo 50 de la LERPACyL del artículo 58 de la LPACyL).

► Las actividades e instalaciones sujetas a comunicación ambiental, régimen que de acuerdo a lo dispuesto en la Exposición de Motivos de la LERPACyL es el más sencillo de todos los mencionados en esta norma, serán de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 58, las comprendidas en el Anexo V de la LERPACyL.

Diferenciando este Anexo las siguientes categorías de actividades e instalaciones:

1) Aquellas sometidas al trámite de evaluación de impacto ambiental ordinaria que cuenten con la preceptiva declaración de impacto ambiental favorable, siempre que no estén sujetas al régimen de autorización ambiental
. 

2) Las actividades incluidas en el Anexo de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, cuya superficie útil de exposición y venta al público no sea superior a 750 m2.

3) Resto de actividades que, por apartados, se especifican en este Anexo
.  

► Se trata la comunicación ambiental de una clase o modalidad de comunicación previa que se recoge en el artículo 71 bis 2 de la LRJAPyPAC
. Su finalidad y objetivo es informar al Ayuntamiento del termino municipal en que se ubiquen las actividades o instalaciones sujetas a su régimen del inicio de estas. 

La comunicación ambiental deberá presentarse acompañada de la siguiente documentación:

· Una descripción de las instalaciones en la que se indique su incidencia ambiental.

· Una memoria ambiental que determine las emisiones, catalogaciones ambientales de la instalación de manera justificada, medidas correctoras, controles para confirmar la idoneidad de estas medidas correctoras y medidas de control previstas
.

Además, cuando la comunicación ambiental se presente en el supuesto  de previa declaración de impacto ambiental ordinaria, deberá indicarse en ella la publicación de esta declaración en el Boletín Oficial de Castilla y León (BOCyL).

En nuestra opinión, y, dados los términos en que se manifiesta la Ley, parece que en este caso, a diferencia de lo que ocurre con la declaración responsable de comunicación de inicio, resulta obligado presentar la anterior documentación junto con el documento de comunicación ambiental. Aquí no habla la norma de disponer, sino de acompañar. De igual manera tampoco se indica expresamente en este precepto, como sí se hace en el caso de la declaración responsable de comunicación de inicio, que la mera presentación de la comunicación habilita para el inicio de la actividad. Así pues, se tendrá por comunicado el comienzo de la actividad cuando se presente la comunicación ambiental y documentación aneja exigible. No obstante, parece lógico pensar que, por coherencia y, para evitar situaciones de inseguridad jurídica que se pudieran producir, cuando no se haga así, una vez requerido que se aporte esta documentación en el plazo de diez días (dispuesto en el artículo 71 LRJAPyPAC), suspendida como medida cautelar la actividad, si se estuviera ejerciendo, así como petición de reponer la situación inicial, deberá declararse la falta de este requisito y, por tanto, tener por no presentada la comunicación ambiental con archivo del expediente.

► La presentación de la comunicación ambiental no exime de la obtención de otras autorizaciones o licencias, ni de otros medios de intervención administrativa en la actividad de los ciudadanos, que sean necesarios para el ejercicio de la actividad
.

Y el momento de hacerse será el siguiente: 

· En el caso de que la comunicación ambiental de actividad o instalación que requiera la ejecución de obras, cuando hayan finalizado éstas, que deberán contar con el correspondiente permiso urbanístico (licencia urbanística o declaración responsable).

· En el caso de la actividad o instalación deba someterse a evaluación de impacto ambiental ordinaria, tras haberse dictado la declaración de impacto ambiental favorable y, en todo caso, con anterioridad al inicio de la actividad.

Por último decir que, cuando el inicio de la actividad o instalación no requiere ejecución de obras, la comunicación ambiental estará vinculada a la compatibilidad urbanística de esta actividad  o instalación respecto a su emplazamiento e instalaciones. Evidentemente la posible incompatibilidad, si existiera, habrá de deducirse por el Ayuntamiento en sus funciones de control o inspección de lo puesto en su conocimiento en la comunicación ambiental.   
 4. DISPOSICIONES COMUNES AL RÉGIMEN DE LICENCIA Y COMUNICACIÓN AMBIENTAL.

4.1 Transmisión de la licencia y comunicación ambiental (se modifica por el artículo treinta y tres de la LERPACyL el artículo 42.1 de la LPACyL). Se extiende, como establece la Exposición de Motivos la LERPACyL, el régimen de comunicación de la transmisión de las actividades o instalaciones, hasta ahora previsto para las sometidas a licencia ambiental, a aquellas sujetas a comunicación ambiental.

4.2 Plazos de vigencia de la licencia ambiental y cese temporal (se modifica por el artículo 35 de la LERPACyL el artículo 44 de la LPACyL).

- Plazo para iniciar la actividad. 

· Cuatro años, a partir de la fecha de otorgamiento de la licencia
.

· El plazo que se fije en la licencia, siempre que no sea superior a cuatro años.   

- Plazo (duración) del cese temporal de la licencia. 

No podrá superar los cuatros años, desde su comunicación, excepto en casos de fuerza mayor.

Prorrogas de los anteriores plazos. Puede ser solicitada por el titular de la actividad la prorroga de los indicados plazos por causa justificada.

Efectos del transcurso de los anteriores plazos
.  La licencia ambiental perderá su vigencia (caducará).

4.3 Cese de la actividad y cierre de la instalación (se añade por el artículo 36 de la LERPACyL un nuevo artículo 44 bis a la LPACyL).

Los titulares de la licencia ambiental y de la comunicación ambiental deberán presentar una comunicación previa
 al cese definitivo de la actividad ante el Ayuntamiento donde se ubique la actividad o instalación. El cese temporal igualmente deberá ser comunicado, reseñándose en la comunicación que se presente al efecto los términos y plazos de éste. 

4.4 Cambios en el régimen de intervención administrativa (se modifica por el artículo 34 de la LERPACyL el título y el propio artículo 43 de la LPACyL).

Como indica la Exposición de Motivos de la LERPACyL, se introduce este precepto para dar cobertura a los cambios que pueden producirse en los regímenes de intervención administrativa; regulándose todos los posibles tránsitos entre estos regímenes. Con ello, se trata de dar respuesta al cambio en el régimen de intervención provocado por el propio funcionamiento de la actividad o instalación, buscando con ello aportar la necesaria seguridad jurídica durante este tránsito.

Serán estos cambios:

1) Pasar de estar sujeta la actividad a autorización ambiental a estarlo a licencia ambiental o a comunicación ambiental.

El motivo de ello será el cese parcial de la actividad o instalación por desmantelamiento de parte de sus instalaciones o por cambios en su proceso productivo. En estos supuestos, y siempre que su titular manifieste su voluntad de seguir desarrollando la actividad de acuerdo con el nuevo, seguirán funcionando bajo el régimen de intervención que les resulte aplicable. Para lo que habrá de seguir las formalidades siguientes:
· Otorgarse licencia ambiental por el Ayuntamiento competente, una vez que le haya sido puesto en su conocimiento el cambio por el órgano ambiental (autonómico) correspondiente
, así como indicadas las prescripciones que deben mantenerse y recogerse en la licencia ambiental. Esta licencia deberá concederse en el plazo de dos meses desde la comunicación.

· En el supuesto de la comunicación ambiental, la manifestación del titular de la actividad, que se remitirá al Ayuntamiento, tendrá a todos los efectos la consideración de comunicación ambiental. 

2. Pasar de estar sujeta la actividad a licencia ambiental a estarlo a autorización ambiental o a comunicación ambiental. 
· En el caso de que se proyecten modificaciones en la actividad o instalación que precisen que la totalidad de éstas se someta a autorización ambiental, deberá solicitarse la misma del órgano autonómico competente. Para la existente, y amparada por la licencia ambiental, será suficiente aportar la documentación indicada en el párrafo segundo del artículo 39.2 de la LERSUCyL
.  

· Si, debido a las modificaciones producidas en la actividad o instalación, fuera susceptible de quedar sometida al régimen de comunicación ambiental y, siempre que su titular comunique al Ayuntamiento su voluntad de mantenerse en este régimen, la actividad seguirá funcionado,  sujeta al mismo. 
3. Pasar de estar sujeta la actividad a comunicación ambiental a estarlo a autorización ambiental o a licencia ambiental.       
Cuando sobre la actividad o instalación sometida al régimen de comunicación ambiental se proyecten modificaciones que exijan que en su totalidad se someta al régimen de autorización ambiental o licencia ambiental, deberán solicitarse su concesión ante el órgano competente que corresponda. Para la parte existente y amparada por la comunicación ambiental será suficiente aportar la documentación justificativa de su adecuado comportamiento ambiental. 

4.5 Revisión de oficio de la licencia ambiental (se modifica por el artículo 32 de la LERPACyL el artículo 41 de la LPACyL).

Se determinan en este precepto una serie supuestos en los que la licencia ambiental puede ser revisada de oficio por el Ayuntamiento
. 

En realidad nos encontramos, como recoge el artículo 16.1 del Decreto de 17/06/55, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Entidades Locales (RS), ante una revocación por cambio de circunstancias objetivas de la licencia; es decir, de aquellas tenidas en cuenta en el momento de su concesión. Como establece la doctrina, en las licencias de tracto sucesivo que disciplinan el ejercicio indefinido de ciertas actividades, la adecuación a las mismas circunstancias (o a las que vayan surgiendo y resulte necesario aplicar) en cada momento ha de entenderse una condición implícita en el acto mismo de su otorgamiento.  
Las actuaciones y procedimiento a fin de llevar a cabo esta revisión serán según el artículo que comentamos, las siguientes:

· Cuando cualquiera de los órganos que han de emitir informes preceptivos y vinculantes conforme a su normativa específica estimen que concurren circunstancias para que la licencia sea revisada de oficio lo comunicarán al Ayuntamiento a fin de inicie el procedimiento.

· El titular de la licencia, cuando proceda, deberá presentar toda la información necesaria para la revisión de las condiciones de la licencia ambiental de que se trate.

· El Ayuntamiento, por su parte, al revisar la licencia utilizará cualquier información obtenida de los controles o inspecciones que haya efectuado.
· Se dará trámite de audiencia al titular de la actividad del procedimiento de revisión que tenga la consideración de modificación no sustancial. Cuando tenga el carácter de sustancial, se abrirá, en el procedimiento, un trámite de información pública por un plazo mínimo de quince días, con audiencia al titular. 
· La revisión de la licencia no dará derecho a indemnización.
En Salamanca a 28 de abril de 2014

El Secretario-Interventor del Servicio

Jurídico de Asistencia a Municipios

Fdo. Francisco Sánchez Moretón.
� Según redacción dada por la LEPARCyL.


� Que, como definen y regulan los artículos 5.3 e) y 47 de la LEVAM concluye la evaluación de impacto ambiental simplificada. 


� Pues, como indica la Exposición de Motivos de la LERPACyL, “lo que se pretende es reducir la tramitación administrativa, llevando todos los expedientes de actividades o instalaciones que se someten a evaluación de impacto ambiental  de conformidad con la normativa básica estatal, siempre que tengan una declaración de impacto ambiental favorable, al régimen de comunicación ambiental, y ello, argumentado en el sentido de que el control ambiental preciso para el desarrollo de esas actividades o instalaciones ya ha sido indicado en la correspondiente declaración de impacto ambiental favorable”.    


� Según redacción dada por la LEPARCyL.


� Por este motivo, dado que en este momento no todo proyecto de actividad o instalación sometido a evaluación de impacto ambiental requiere luego la concesión de licencia ambiental, es por lo que se deja sin contenido por el artículo 22 de la LEPARCyL el artículo 28 de la LPACyL, que la exigía en todos los casos de declaración de impacto ambiental. 





� A causa de ello, por el artículo 22 de la LERPACyL se deja sin contenido el artículo 29 de la LPACyL  que trataba sobre la exención de calificación e informe ambiental por éste órgano colegiado en algunos supuestos de licencia ambiental (Anexo II). Lógicamente, si ahora ya no debe intervenir la CTMAU en la concesión de licencias ambientales, carece de sentido mantener este precepto.


� Si en este trámite se solicitara por el Ayuntamiento informe sobre actividades sujetas (en ese momento) a autorización sectorial o a cualquier otro medio de intervención en la actividad de los ciudadanos el órgano informante se limitará a hacer constar en el informe que emita esta circunstancia que se está produciendo.  


� El artículo 82 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Común (LRJAPyPAC), regula que, a efectos de la resolución del procedimiento, se solicitarán aquellos informes que sean preceptivos por las disposiciones legales, y los que se juzguen necesarios para resolver, citándose el precepto que los exija o fundamentando, en su caso, la conveniencia de reclamarlos. En la petición de informe se concretará el extremo o extremos acerca de los que se solicita.


� Y el informe de impacto ambiental (que finaliza ésta) determine que el proyecto no debe someterse a evaluación de impacto ambiental ordinaria.   


� Esté o no sometida a evaluación de impacto ambiental ordinaria.


� En relación con la falta de informes preceptivos, la doctrina general es la siguiente: su omisión solo adquiere relieve propio cuando su existencia ha supuesto una disminución efectiva real y trascendente de garantías (que de lugar a indefensión, en expresión del artículo 63.2 de la LRJAPyPAC), incidiendo así en la decisión de fondo y alterando eventualmente su sentido. En consecuencia, solo procederá la anulación del acto en aquellos supuestos en que no es posible averiguar si la decisión final es correcta o no, porque precisamente, la infracción formal cometida ha sustraído elementos de juicio necesarios para una valoración justa de la solución posible. De tal manera, como dice la STS de 19/09/95, LA LEY JURIS 14720/1995, la omisión de esta clase de informes solo será relevante cuando de la “emisión de éstos hubiere podido variar la Resolución final administrativa”. Por ello, concluyendo, si aún habiéndose omitido un informe preceptivo hay en el expediente datos bastantes para valorar la justicia de la solución adoptada, se debe entrar en el fondo del asunto y no detenerse ante la barrera del vicio de forma. Y el acto resultará válido según su adaptación o no a la legislación sectorial, pues la forma adquiere exclusivamente un valor instrumental.   


� Vg., la autorización que para la creación etc. de vertederos de residuos se dispone en el Real Decreto 1481/2001, de 27 de diciembre, por el que se regula la eliminación de residuos mediante depósito en vertedero.


� Artículo 84.1 de la LRJAPyPAC.


� Al menos cuando deniegue la licencia pedida, por tratarse de un acto limitativo de derechos subjetivos o intereses legítimos, deberá motivarse, conforme dispone el artículo 54.1 a) de la LRJAPyPAC. 


� Exigida en el precedente artículo 33 de la LPACyL, que no se modifica.


� En el caso de que dicha certificación, por razones técnicamente fundadas, no pueda ser emitida para la totalidad de las instalaciones con anterioridad al inicio de la actividad, el titular de la actividad deberá obtenerla en el plazo menor posible considerando los condicionantes técnicos.  


� Por ejemplo, cuando se trate de actividades sometidas al régimen de licencia ambiental que puedan causar molestias por ruidos y vibraciones (Ley 5/2009 de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León,   LRCyL)  deberá presentarse con la declaración responsable un informe realizado por una Entidad de Evaluación Acústica en el que se acredite el cumplimiento de los límites de los valores de inmisión sonora y aislamiento acústico etc. que se recogen en esta norma. 


� En el caso de que se trate de establecimientos públicos o instalaciones en las que se desarrollen espectáculos públicos o actividades recreativas sometidas a la Ley 7/2006, de 2 de octubre, de espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad de Castilla y León (LEPARCyL), será éste el momento, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.2 y 3 de esta norma, de indicar el aforo máximo permitido, número de personas que pueden actuar en él y la naturaleza de los espectáculos públicos o actividades recreativas que se pueden ofrecer. También lo será para la acreditación de la presentación de la póliza y justificante del pago del seguro que corresponda, conforme indica el artículo 6 de la LEPARCyL. También entendemos de aplicación lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto 159/1994, de 14 de julio, por el que aprueba el Reglamento para la aplicación de la Ley de Actividades Clasificadas de CyL (aplicable, según la Disposición Derogatoria Única de la LPACyL) que prescribe para el inicio de una actividad el informe de los servicios municipales pertinentes o, en su defecto, del Equipo de Atención Primaria de la Zona Básica correspondiente, sobre los aspectos sanitarios y ambientales de esta actividad.  


� De este modo, como indica la Exposición de Motivos, las actividades cuya incidencia ya ha sido evaluada y controlada por la Administración regional en todos sus términos, quedan sometidas en el ámbito municipal al procedimiento más sencillo y breve que regula la LERPACyL. 


� Según determina la Exposición de Motivos, la modificación del Anexo respecto de estas actividades se efectúa ampliándolo, con incorporación de algunas de muy escasa incidencia ambiental y otras con incidencia ambiental más significativa que, por normas ambientales sectoriales, han de ser supervisadas en procedimientos específicos por la Administración regional.      


� Se entenderá por comunicación previa aquél documento mediante el que los interesados ponen en conocimiento de la Administración Pública competente sus datos identificativos y demás requisitos exigibles para el ejercicio de un derecho o el inicio de una actividad.


� Los controles indicados, en el supuesto de que esté así dispuesto en la normativa sectorial, deberán ser desarrollados por una entidad con la acreditación precisa para ello otorgada por la ENAC etc.


� Entre otros, del permiso de vertido a colector municipal o a cauce.


� Hasta este momento eran dos años para la caducidad de la licencia. 


� O de aquellos de las posibles prórrogas concedidas.


� Artículo 71 bis 2 de la LRJAPyPAC.


� Al que, lógicamente antes, tendrá que haberle sido presentado el escrito conteniendo la antedicha voluntad del titular de la actividad o instalación que varía. 


� Referida al adecuado comportamiento ambiental de la instalación etc.


� Y son los siguientes:


La contaminación producida por la actividad o instalación haga conveniente la revisión de los valores límite de emisión impuestos o la adopción de otros nuevos valores.


Si se produce una variación importante del medio receptor con respecto a las condiciones que presentaba en el momento del otorgamiento de la licencia ambiental.


La seguridad de funcionamiento del proceso o la actividad o instalación hagan necesario utilizar otras técnicas.


Lo exigiera la legislación sectorial que resulte de aplicación a la instalación o sea necesario cumplir normas nuevas o revisadas de calidad ambiental en virtud de lo establecido en la normativa básica estatal.
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